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VIOLENCIA INTRAFAMILIAR Y OTROS /BENEFICIO ADMINISTRATIVO DE 72 HORAS / CUMPLIMIENTO REQUISITOS ARTÍCULO 147 DE LA LEY 65/93/ PROHIBICIÓN TRATÁNDOSE DEL DELITO DE VIOLENCIA INTRAFAMILIAR/ EL PROCESADO FUE CONDENADO POR ILÍCITO EN PRECEDENCIA Y POR OTROS PUNIBLES/ CONFIRMA - NIEGA
No son de recibo por tanto los argumentos que al respecto ha planteado la defensa en el recurso, puesto que si bien mediante proveído de junio 22 de 2017 se le acumularon las penas de prisión impuestas al referido ciudadano por los injustos de violencia intrafamiliar, homicidio y porte ilegal de armas, y se tuvo como base para la redosificación la pena impuesta en el proceso seguido por los dos últimos delitos por ser la más alta, ello no equivale a que pueda obviarse que también fue condenado por el ilícito que atenta contra el bien jurídico de la familia, reato por el que también se le impuso una sanción proporcional para efectos de la aplicación de esa figura jurídica.

El solo hecho de haber sido sentenciado por el punible de violencia intrafamiliar, independientemente de que también se haya emitido fallo por otros punibles, impide que el condenado acceda a cualquier beneficio conforme lo indicado en la citada norma, y por ello no es viable conceder el permiso de 72 horas solicitado, puesto que los jueces por mandato constitucional deben someterse al imperio de la Ley. 

Por lo anterior el a quo no tenía alternativa diferente a la de imponer lo que dicha normativa pregona, ya que el referido precepto fue expedido por el Congreso de la República en ejercicio de su poder de configuración legislativa, y debe ser acatado por los funcionarios judiciales.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
                    Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintiocho (28) de septiembre de dos mil dieciocho (2018)
         Acta de Aprobación N° 870
                                                                  
Hora: 11:15 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la apelación interpuesta por JOVANY VELÁSQUEZ MUÑOZ contra el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), por medio del cual negó la concesión del beneficio administrativo de permiso de setenta y dos (72) horas.
2.- PROVIDENCIA 
El señor JOVANY VELÁSQUEZ MUÑOZ fue condenado por el Juzgado Primero  Penal del Circuito de Pereira (Rda.) mediante sentencia de noviembre 09 de 2015 a la pena privativa de la libertad de 114 meses por los punibles de homicidio agravado en grado de tentativa y porte ilegal de armas de fuego. En dicho proveído se le negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena y la prisión domiciliaria.

La vigilancia de la sanción le fue asignada al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, por cuanto el sentenciado se encuentra recluido en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Santa Rosa de Cabal (Rda.).
En proveído de junio 22 de 2017 se le acumularon las penas de prisión impuestas al referido ciudadano en la sentencia relacionada en precedencia, y en el fallo emitido por el Juzgado Primero Penal Municipal con función de conocimiento de esta ciudad en mayo 08 de 2017, en el que fue condenado a 52 meses por el delito de violencia intrafamiliar. La pena total por ambos procesos quedó en total en 144 meses de prisión.
En mayo 18 de 2018 la Dirección del Centro de Carcelario envió documentación al referido juzgado para que se estudiara la viabilidad de concederle el beneficio administrativo del permiso de salida hasta por 72 horas, con concepto favorable.

En auto de mayo 22 de 2018, el Juzgado de Ejecución de Penas negó la aprobación de lo pedido al considerar que uno de los delitos -violencia intrafamiliar- por los que fue condenado JOVANY VELÁSQUEZ MUÑOZ se halla enlistado dentro de los punibles excluidos de la concesión del mencionado beneficio, de acuerdo con lo establecido en el artículo 32 de la Ley 1709/14.
3.- RECURSO

-Inconforme con la decisión adoptada, el sentenciado interpuso recurso de apelación, en el que solicita se revoque la decisión adoptada y se acceda al beneficio, con fundamento en los siguientes argumentos:
Para la acumulación jurídica de penas efectuada mediante providencia de junio 22 de 2017, se tomó como base la pena de prisión del proceso por homicidio radicado al N° 2015-32301, punible que no se encuentra excluido de beneficios.

Cumple a cabalidad los presupuestos exigidos por la norma tales como: encontrarse en fase de mediana seguridad, haber descontado la tercera parte de la pena, no tener requerimientos judiciales ni intentos de fuga, no haber sido condenado por la Fiscalía Especializada, demostrar redención de pena por estudio u otro tipo de implementación del tiempo libre y una conducta positiva.
- La defensora del penado coadyuvó la petición de su representado y al efecto indicó que si bien es cierto el delito de violencia intrafamiliar se encuentra dentro de la prohibición establecida por el artículo 32 de la Ley 1709/14, al acumular la pena establecida para ese delito con la que se había impuesto por los injustos de homicidio y porte ilegal de armas, siendo el ilícito que atenta contra la vida y la integridad el que se consideró como el más grave y se tuvo como base para la nueva dosificación, debe también tenerse en cuenta, de conformidad con una interpretación más favorable, que el mismo no está excluido y por tanto el otro punible, al ser accesorio a éste corre la suerte del principal.
La pena debe cumplir una función resocializadora y propender por la reintegración del infractor a la sociedad, que es lo que se reclama en este momento para su representado, quien además cumple con los presupuestos establecidos en el artículo 147 de la Ley 65/93 para ser merecedor del beneficio administrativo de las 72 horas. 

4.- Para resolver, SE CONSIDERA

Se tiene competencia funcional para desatar el recurso de apelación interpuesto contra la decisión por medio de la cual el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) no aprobó el beneficio administrativo de permiso de 72 horas solicitado a favor del condenado JOVANY VELÁSQUEZ MUÑOZ.

La función del juez de ejecución de penas y medidas de seguridad es garantizar la legalidad de la ejecución de la pena y que se lleve a cabo precisamente al comprobar el cumplimiento efectivo de ciertas condiciones -artículo 147 de la Ley 65 de 1993-, para determinar si la persona a favor de quien se pide el beneficio es acreedor del mismo. La importancia de la atribución jurisdiccional en lo que se refiere a la verificación de su legalidad, permite que el juez pueda identificar el acatamiento de tales requisitos, por lo que su proceder se enmarca en la normativa vigente.

El artículo 146 de la ley 65/93 los contempla de la siguiente manera:

“ARTÍCULO 146. BENEFICIOS ADMINISTRATIVOS. Los permisos hasta de setenta y dos horas, la libertad y franquicia preparatorias, el trabajo extramuros y penitenciaria abierta harán parte del tratamiento penitenciario en sus distintas fases, de acuerdo con la reglamentación respectiva.”

Particularmente, el beneficio administrativo hasta de 72 horas se encuentra regulado en el artículo 147 del citado estatuto, el cual dispone:

“ARTÍCULO 147. PERMISO HASTA DE SETENTA Y DOS HORAS. La Dirección del Instituto Penitenciario y Carcelario podrá conceder permisos con la regularidad que se establecerá al respecto, hasta de setenta y dos horas, para salir del establecimiento, sin vigilancia, a los condenados que reúnan los siguientes requisitos: 

1. Estar en la fase de mediana seguridad. 

2. Haber descontado una tercera parte de la pena impuesta. 

3. No tener requerimientos de ninguna autoridad judicial. 

4. No registrar fuga ni tentativa de ella, durante el desarrollo del proceso ni la ejecución de la sentencia condenatoria. 

5. Haber descontado el setenta por ciento (70%) de la pena impuesta, tratándose de condenados por los delitos de competencia de los Jueces Penales de Circuito Especializados. 

6. Haber trabajado, estudiado o enseñado durante la reclusión y observado buena conducta, certificada por el Consejo de Disciplina. 
Quien observare mala conducta durante uno de esos permisos o retardare su presentación al establecimiento sin justificación, se hará acreedor a la suspensión de dichos permisos hasta por seis meses; pero si reincide, cometiere un delito o una contravención especial de policía, se le cancelarán definitivamente los permisos de este género”. 

En el caso sometido a estudio, se tiene que el funcionario de primer nivel precisó que la circunstancia que conllevaba a negar el permiso administrativo de 72 horas que se reclama a favor del señor VELÁSQUEZ MUÑOZ, no obstante cumplir los presupuestos señalados en la norma citada en precedencia, obedece a que el artículo 32 de la Ley 1709/14 prohíbe la concesión de beneficios administrativos como el que exige el sentenciado para el delito de violencia intrafamiliar.
Con la expedición del mencionado precepto, el cual ya estaba en vigencia para el momento de ocurrencia de los hechos que dieron origen a la sentencia emitida en su contra por ese ilícito, el legislador dejó en claro su voluntad respecto a que las personas que hayan sido condenadas por ese tipo de delitos de ninguna manera se les podrá otorgar beneficio, subrogado legal, judicial o administrativo, salvo aquellos por colaboración consagrados en el Código de Procedimiento Penal, siempre que sea eficaz. 

No son de recibo por tanto los argumentos que al respecto ha planteado la defensa en el recurso, puesto que si bien mediante proveído de junio 22 de 2017 se le acumularon las penas de prisión impuestas al referido ciudadano por los injustos de violencia intrafamiliar, homicidio y porte ilegal de armas, y se tuvo como base para la redosificación la pena impuesta en el proceso seguido por los dos últimos delitos por ser la más alta, ello no equivale a que pueda obviarse que también fue condenado por el ilícito que atenta contra el bien jurídico de la familia, reato por el que también se le impuso una sanción proporcional para efectos de la aplicación de esa figura jurídica.
El solo hecho de haber sido sentenciado por el punible de violencia intrafamiliar, independientemente de que también se haya emitido fallo por otros punibles, impide que el condenado acceda a cualquier beneficio conforme lo indicado en la citada norma, y por ello no es viable conceder el permiso de 72 horas solicitado, puesto que los jueces por mandato constitucional deben someterse al imperio de la Ley. 

Por lo anterior el a quo no tenía alternativa diferente a la de imponer lo que dicha normativa pregona, ya que el referido precepto fue expedido por el Congreso de la República en ejercicio de su poder de configuración legislativa, y debe ser acatado por los funcionarios judiciales.

Por lo anterior, al tener en cuenta que el permiso de hasta 72 horas es, sin lugar a dudas, un beneficio administrativo que no puede ser otorgado cuando concurre el evento previsto en el artículo 32 de la Ley 1709 en cita, esta Corporación concluye que la providencia opugnada debe ser confirmada. 
5.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad que fue objeto de apelación, por medio del cual negó la aprobación del beneficio administrativo solicitado a favor del sentenciado JOVANY VELÁSQUEZ MUÑOZ.

Contra la presente providencia no procede recurso alguno.

COMUNÍQUESE Y DEVUÉLVASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
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